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CONCLUSIONES(
Estimados amigos: estamos complacidos de poder llegar a ustedes en estos momentos y con este material. En estas  pocas líneas está reflejado el esfuerzo de numerosas personas e instituciones que con su labor incansable y apoyo desinteresado hicieron posible la realización del XIV Congreso Internacional del Consejo Latinoamericano de Estudiosos de Derecho Internacional y Comparado “Soluciones Concretas a Problemas Contemporáneos”.  

En un intento por avanzar en la investigación del derecho, COLADIC ha demostrado ser un ámbito propicio para la investigación curiosa y la discusión fecunda, un espacio adecuado para la preparación de futuros profesionales, posibilitando de esta manera el desarrollo de nuevos enfoques y perspectivas del derecho y proponiendo soluciones acordes a las realidades de cada uno de nuestros países. 

Aquí está, en sus manos, el fruto de la ardua tarea de investigación y discusión jurídica en que nos embarcamos –con algún grado de éxito, esperamos- y que tanta satisfacción nos ha traído. Esperamos que a alguien pueda serle útil en algún modo, como nos ha resultado a nosotros trabajar en su elaboración.


Nuestro agradecimiento sincero a todos los participantes, por las ganas con que trabajaron, por su dedicación, su apertura al diálogo y su excelencia académica. A los queridos profesores y amigos, cuya invalorable colaboración enriqueció nuestras comisiones, muy especialmente a los Doctores Carlos Parellada, Horacio Cuervo, Sandra Carletti, Pablo de Rosas, María Gabriela Abalos, Diego Lavado, Mauricio Moyano y Gustavo Randich. 

COMISIÓN I

TALLER SOBRE DERECHO, GLOBALIZACIÓN Y ECONOMIA

A) GLOBALIZACIÓN Y ECONOMIA

1- Debido a la gran complejidad que encierra el fenómeno de la globalización, no pudo arribarse a

un acuerdo sobre su conceptualización. Algunos ponentes propugnaban su categorización como un simple hecho, mientras que otros sostuvieron la imposibilidad de reducir a un simple hecho un fenómeno en cuya conformación confluyen múltiples factores y cuyos alcances no alcanzan a dimensionarse adecuadamente aún. Éstos últimos prefirieron ver a la globalización como un proceso. 

2- Una necesidad común de expositores y concurrentes al taller fue recalcar los profundos efectos 

que este fenómeno produce en los países latinoamericanos, tanto en los niveles macro y micro económicos, como en las distintas esferas sociales, culturales e incluso jurídicas. La opinión mayoritaria sostuvo que si bien para estos países la globalización representa en cierto modo un perjuicio, ninguna duda cabe en que una paulatina vinculación con otros países en una vía necesaria para evitar el aislamiento y eventualmente lograr el desarrollo.

3- Una solución concreta para disminuir los efectos nocivos y potenciar los beneficios de este

fenómeno es la integración regional. Esta debe brindar un marco jurídico que le permita a los países Latinoamericanos mayor competitividad y poder de negociación frente a las grandes potencias. En el caso particular de las actuales negociaciones referentes a la constitución del publicitado ALCA, se remarcó la necesidad de un alineamiento político de los países latinoamericanos, en función de sus necesidades comunes, para atenuar en alguna medida el desequilibrio existente en el poder de negociación de los diferentes países frente a los Estados Unidos.

B) GLOBALIZACIÓN Y MEDIO AMBIENTE

1- La discusión en el taller partió de la premisa básica de que actualmente-y a diferencia de lo ocurrido hasta mediados del siglo XX- el deterioro ambiental es un mal que involucra a todos los países en los diversos ámbitos de su accionar. Tanto los aspectos específicamente ambientales de este proceso de deterioro como sus consecuencias sociales, culturales y económicas-entre muchos otros campos afectados- son globales. La dañosidad ambiental, cualquiera sea el lugar geográfico de localización primaria, se extiende o repercute en regiones remotas, dado el carácter sistémico de la biosfera. Y aún en aquellos casos en que no puede señalarse la extensión de un perjuicio ambiental a otros puntos del planeta, los efectos del mismo exceden –bajo múltiples formas- los límites de una región o país.

2- Una vía plausible para atenuar los efectos de este proceso y eventualmente revertir el sentido del mismo es la educación. La comisión entendió que desde el mundo del derecho, y conjuntamente con las medidas de limitación y sanción de actividades ambientalmente dañosas, el primer paso que debe darse es de índole educativo. Así, se propuso la implementación de una formación académica que contemple materias creadoras de conciencia sobre la importancia del medio ambiente y los recursos naturales, ello con la finalidad de lograr por un lado, individuos claramente comprometidos con la problemática -los cuales deben concurrir a la conformación de una nueva clase dirigente tanto en el ámbito público como privado- y por otro lado, una especialización jurídica ambiental que, dotada de plena autonomía,  prevenga y sancione las transgresiones y ataques al ambiente.

3- Unánimemente se puso de manifiesto la necesidad de la firma y ratificación de un instrumento internacional que tutele los intereses ambientales específicamente latinoamericanos, garantizando presupuestos mínimos de protección para el área geográfica –ello en tanto sea posible, ya que como se admitió previamente la problemática ambiental es global y por ello el accionar dañoso de países extralatinoamericanos en la gran mayoría de los casos afectaría los bienes jurídicos tutelados en el tratado-.

4- Finalmente la comisión reiteró la adhesión total a la teoría del desarrollo sustentable y recomendó fuertemente su recepción normativa en el más alto nivel, es decir a nivel de cartas magnas. Este proceso de constitucionalización de la teoría del desarrollo sustentable, y en general del derecho ambiental, debe afianzarse en toda la región incorporando no sólo los conceptos teóricos sino también los mecanismos de tutela adecuados para permitir su efectiva vigencia. En tal sentido se señaló la influencia positiva de institutos como el amparo colectivo y la protección explícita a los derechos de incidencia colectiva o intereses difusos, la ampliación de la legitimación activa a figuras tales como el ombudsman o las asociaciones legalmente reconocidas que tengan por finalidad directa e inmediata la protección de tales derechos, etc.

TALLER SOBRE IGUALDAD Y DISCRIMINACION

1- A poco de comenzado el taller, la comisión identificó un conflicto que se señaló como fundamental: la colisión entre la legislación oficial del estado, como reflejo de la cultura imperante –en general con fuertes influencias europeas, y en casos particulares de Centroamérica, estadounidenses-, y las costumbres y normas de los pueblos indígenas, cuya existencia y realidad sociopolítica debe ser reconocida y respetada. Un ejemplo de esta colisión se da con respecto a la diferente apreciación que tienen ambos plexos normativos sobre las conductas delictivas “típicas” y las modalidades de sanción. Así, una conducta que en el marco de la sociedad civil constituida como Estado reconocido por la comunidad internacional es considerada delito, puede no serlo en el marco jurídico de una comunidad indígena. Y aún cuando ambos ordenamientos consideren disvaliosa y digna de sanción una conducta, se presenta el problema de los diferentes tipos de sanción y las diferentes valoraciones axiológicas a que responden las normas jurídicas. La legislación represiva oficial puede considerar más o menos grave una conducta que su par indígena (con relación a este caso particular una postura propuso la eliminación de la ejecución de la pena cuando la conducta ya se encuentra reprimida por la misma tribu -aplicación principio “non bis in ídem”-). Puede también poner énfasis en ciertas garantías que para las comunidades en cuestión no sean relevantes. Esta problemática tiene particular importancia en países latinoamericanos donde la presencia de la población indígena y su organización autónoma como comunidad tiene cierta entidad. 

2- Con relación a la problemática de la inseguridad jurídica que tal situación plantea, la piedra angular del problema reside en la oposición entre el respeto a la diversidad cultural y la igualdad de derechos y deberes. Todo miembro de la sociedad se encuentra vinculado a una serie de deberes y obligaciones, restricciones y prohibiciones, pertenezca o no a comunidades étnicas particulares dentro de la organización del Estado. La cuestión fundamental es cómo determinar a cuándo y a quién aplicarse ciertos deberes, y cuándo y a quién eximir de los mismos. Un caso emblemático es la utilización de ciertas sustancias prohibidas por la legislación oficial sobre estupefacientes en ritos religiosos ancestrales o como costumbre de vida en ciertas regiones o comunidades dentro de un país. Dentro de este ejemplo, ocurre con cierta frecuencia un mismo individuo participe en los ámbitos de las dos culturas,  es decir, la ambivalencia del ser. La postura mayoritaria sostuvo que del hecho de que el ser sea uno, no se sigue necesariamente que el hombre no tenga influencias de culturas diferentes. Así podría ocurrir en un legislador, representante de las comunidades indígenas en la estructura estatal, participe de los ritos que hacen a su bagaje cultural pero constituyen una violación a la legislación oficial. En este tipo de casos, se propuso permitir conductas cuyo disvalor a la luz del plexo axiológico valorativo de la sociedad no sea extremo –afectando por ejemplo derechos fundamentales- y que, realizadas por miembros de las comunidades indígenas y dentro de las mismas, sus efectos no se trasladen al resto del grupo social. 

3- El Estado debe intervenir cuando las practicas se consideren inhumanas. No se trata del respeto a cualquier tipo de tradición, sino de que sus costumbres y formas de organización se respeten siempre que encuadren en el acatamiento a los derechos fundamentales.  Se concluyó que la trascendencia practica en las comunidades en estudio, es menor ya que estas casi no practican ritos contrarios a los derechos humanos.
4- La propuesta fundamental para garantizar iguales derechos y obligaciones para todos, se apoya fuertemente en  la integración mediante la implementación de un plan de educación con un triple objeto: lograr que la sociedad tome conciencia; que los miembros de tales comunidades se sientan identificados y reconocidos por la sociedad en general; y que haya respeto hacia todos los actores sociales.

5- La comisión entendió que es imperiosa la necesidad de instrumentar mecanismos de participación adecuados que canalicen las necesidades de tales comunidades en la vida política estatal. Un posible medio para receptar las inquietudes sería la creación de comisiones especiales dentro de los organismos estatales, por lo menos hasta tanto puedan tener un nivel de participación representativa que permita a tales grupos ser escuchados como interlocutores sociopolíticos válidos. Otra forma  de lograr esos fines es a través de leyes temporales como herramienta efectiva para remover los obstáculos existentes. Estas leyes, que aparecen como antipáticas al imponer -por ejemplo- cupos femeninos, constituyen medidas necesarias y de excepción hasta tanto surjan espontáneamente las posibilidades de acceso a la vida política. En cualquier caso, las personas encargadas de analizar la situación de los pueblos indígenas deben internalizar los problemas que ellos enfrentan, y la única manera posible es a través de la convivencia, conociendo sus costumbres y proponiendo la subsanación de los problemas con propuestas reales.

6- Finalmente hubo unanimidad en cuanto a que el único camino posible para una convivencia social integradora y no disgregativa es la conciliación de valores culturales, por medio de los cuales se debe intentar acrecentar los derechos individuales y no limitarlos. Una condición necesaria para el éxito de este proceso de conciliación es la existencia de una  integración de ida y vuelta, es decir, revisando nuestros propios valores culturales y no defendiéndolos como máximas absolutas y perfectas.

TALLER SOBRE ACCESO A LA JUSTICIA

1- El problema de las dificultades para acceder a la justicia y mantener la efectividad de los derechos que usualmente otorgan las legislaciones de fondo puede ser observado desde varias perspectivas diferentes, y pueden plantearse soluciones y paliativos múltiples. La comisión creyó de gran importancia enfatizar el rol de la educación –principal pero no excluyentemente de los abogados- en la solución de la problemática actual. Así, se concluyó que el mejor camino para obtener una justicia más ágil y al alcance de todos es iniciar un cambio cultural de fondo. Tal cambio implica una reestructuración de la política educativa general para que ésta prevea los contenidos necesarios en las distintas etapas formativas. Se hizo referencia a una concepción de la justicia y el derecho que se inculque a los hombres desde su nacimiento –las políticas que se formulen deben instrumentar los medios necesarios para canalizar tales concepciones sobre lo justo a través de la educación familiar- y se fortalezca durante las diferentes fases de la educación formal, profundizándose definitivamente en el nivel universitario.  Se aspira a lograr ciudadanos formados en una cultura del respeto a los derechos ajenos y el ejercicio de los propios. Se aspira a tener hombres de derecho formados profesionalmente antes de su graduación como tales. En numerosas ocasiones los casos de violación de derechos no llegan a los estrados judiciales ni obtienen solución alguna, sea por ignorancia o desconocimiento del derecho que le asiste al ciudadano, sea por los numerosos obstáculos que se presentan al intentar reclamar la protección del órgano jurisdiccional –por ejemplo: inconveniencia económica de reclamar dado el monto relativamente pequeño del perjuicio-. Estas situaciones son contempladas estadísticamente por numerosos dañadores, quienes los incluyen entre sus previsiones operativas e implementan planes destinados a obtener ventajas de la falta de tutela jurisdiccional efectiva de ciertos derechos. Este resultado es, en sí mismo y más allá del derecho individual vulnerado en el caso concreto, un disvalor que el ordenamiento no puede ni debe permitir.

2- La comisión propugnó por la asunción por cada profesional de un rol activo en defensa de la justicia. El abogado es también auxiliar de la justicia y no exclusivamente gestor de intereses privados. Debe lucharse por una nueva generación de abogados que recupere el sentido de la función social que el ejercicio de la abogacía implica, de modo de no desechar aquellos casos que, a pesar de revestir valor jurídico, carecen de interés económico significativo. A tal fin se entendió que es fundamental impulsar las llamadas clínicas o consultorías gratuitas, guiadas por profesionales y con participación activa de estudiantes, con el objetivo de cubrir aquella brecha conformada por gente con escasos recursos que queda desamparada jurídicamente. En este mismo orden de ideas, se recomendó unánimemente el desarrollo del llamado “derecho de interés público” en los países latinoamericanos. 

3- La discusión dejó como saldo el preocupante un rasgo común entre los países asistentes: la lesión reiterada al debido proceso legal debido a las altas tasa e impuestos que gravan el acceso a la justicia. En este sentido la comisión instó a llevar adelante con carácter urgente una reforma que permita adecuar los costos de litigio a parámetros racionales, redistribuyendo los presupuestos asignados a la justicia para un funcionamiento más eficaz.

4- Finalmente la delegación de Venezuela propuso un proyecto de declaración estudiantil tendiente a obtener apoyo institucional- a nivel universidades, ONGs, etc- y adhesión del alumnado, con el objeto de lograr el reconocimiento del grupo estudiantil como fuente válida de soluciones y propuestas para los problemas que aquejan a nuestros países.

COMISIÓN II

TALLER SOBRE COMERCIO ELECTRÓNICO Y PROTECCIÓN A LOS CONSUMIDORES

1- La comisión trabajó en torno a tres problemas que se identificaron como fundamentales: 

a) La necesidad de regular el mercado de internet.

b) La determinación de qué aspectos regular y cuáles dejar libres para no frenar el desarrollo en la materia.

c) Los distintos medios a través de los cuales podría instrumentarse la protección contra los daños a los que esta expuesto el consumidor de internet y en internet.

2- En cuanto al primer punto se descartó la no-regulación como una alternativa viable, toda vez que la ausencia de regulación favorece la creación de paraísos digitales y la evasión impositiva de las empresas proveedoras de servicios de internet. 

3- Se concluyó que esa regulación debería darse, en principio, en el marco internacional y con carácter uniforme para evitar que legislaciones nacionales propias de aquellos países cuyo desarrollo económico y/o tecnológico les confiere la centralización de la actividad en la red, permitan abusos por parte de éstos. Es claro que si un consumidor de cualquier nacionalidad -distinta que aquella de la cual surge la legislación aplicable o la jurisdicción competente- se ve obligado a ampararse en tales normas o a recurrir a tales jueces, tanto el acceso a la justicia como el debido proceso y, más aún, la justicia material pueden verse seriamente comprometidas. Como características de la legislación internacional que eventualmente se dicte, la comisión en pleno señaló que no debe ser reglamentarista sino amplia y flexible, enumerando principios sobre responsabilidad que no limiten los avances informáticos. Además se recomendó no legislar aquellos aspectos que reciben solución por la normativa actualmente existente, por ejemplo el caso de la difusión de información, a la cual se le aplican las normas sobre libertad de prensa.

4- No hubo acuerdo sobre la responsabilidad que le cabe a los prestadores de servicio de hosting en casos de daños causados por el contenido de las páginas web –por ejemplo utilización del espacio virtual en que consiste el servicio de hosting para realizar operaciones comerciales fraudulentas o aún para difundir información dañosa, difamatoria, etc.-. Algunos ponentes señalaron una analogía entre el contrato de hosting y los contratos de alquiler de viviendas destinadas a objeto inmoral, en los cuales el desconocimiento de motivos por parte del locador –en este caso el host- concluye en su irresponsabilidad. Otros equipararon su responsabilidad con la que le cabe al editor por su deber de control sobre la información publicada, e incluso otro sector propuso la aplicación analógica de la doctrina de la real malicia –con las adaptaciones del caso-.

5- Se consideró superada –en el campo de los contratos electrónicos- la categoría clasificatoria que distingue, según la forma de celebración, contratos celebrados entre ausentes y contratos celebrados entre presentes, ubicando los contratos celebrados a través de internet como “contratos a distancia” (entendiéndose por tales exclusivamente a aquellos contratos en los que oferta y aceptación se hagan por vía telemática). La importancia de considerar estos acuerdos como “contratos a distancia” radica en la existencia –dentro de la legislación Argentina- del derecho de arrepentimiento ante el llamado “vicio de sorpresa” (ley 24.240). 

6- La comisión entendió que tanto la actual ley de defensa del consumidor argentina como otras de estructura similar, no otorgan protección adecuada frente a las cuestiones que el comercio electrónico plantea. Por ello, se reconoció  la necesidad imperiosa de contar con legislación propia en la materia, como es el proyecto de unificación legislativa de 1998 (Argentina), en especial con relación al reconocimiento de la validez jurídica del documento electrónico y de la firma digital en materia probatoria. Al mismo tiempo, y de lege ferenda, se  resaltó la importancia vital de que la jurisdicción se ubique en el lugar de residencia del consumidor para garantizar el derecho de defensa en su más amplia extensión.

TALLER SOBRE PRIVACIDAD EN INTERNET

1- El trabajo en comisión concluyó en el reconocimiento de la necesidad imperante de un fuero específico en materia de derecho informático. Se recomendó la creación del mencionado órgano judicial a cargo de un magistrado con versación técnica, idóneo en la materia, como medio para lograr una garantía efectiva a la protección del derecho a la intimidad.

2- En otro orden de ideas se creyó conveniente promover la instrucción técnica en todos los ámbitos sociales, teniendo por objeto tanto a generaciones presentes como futuras, con especial énfasis en la formación de los operadores jurídicos. La carga de la organización y prestación de esta instrucción no debe recaer exclusivamente sobre el estado, sino que debe instrumentarse tanto a través de políticas públicas, como a través del fomento de iniciativas privadas.

3- Los ponentes concurrieron en la opinión de que un marco regulatorio general, para garantizar la perdurabilidad, vigencia y aplicación de las leyes, es indispensable. La instrumentación práctica de tal plexo normativo debe realizarse por etapas, partiendo de un primer nivel -de alcance general- por medio de tratados internacionales, para luego descender a regulaciones internas suficientemente abiertas o laxas como para permitir la evolución tecnológica. Esta normativa debe basarse fundamentalmente en los principios de legalidad y ética, inspiradores de todo el ordenamiento jurídico en los países latinoamericanos concurrentes al Congreso.

4- Finalmente, y en relación con la previsible contradicción entre progreso tecnológico y

protección de la persona y sus derechos personalísimos, la comisión recomendó no restringir el desarrollo de nuevas tecnologías por temor al avance sobre la intimidad, sino crear normas jurídicas que permitan su aprovechamiento tutelando el ámbito privado de las personas. El miedo no debe inmovilizar a los hombres de derecho sino, antes bien, sacudirlos y despertarlos frente a las nuevas realidades para que éstas encuentren respuestas adecuadas a la dignidad e integridad de las personas.

TALLER SOBRE LOS DERECHOS INTELECTUALES Y LOS NUEVOS DESAFIOS

1- El primer punto de controversia durante el trabajo de la comisión giró en torno a la definición de la jurisdicción. Algunos ponentes propusieron no abordar este tema, otros tomar el ejemplo peruano de crear tribunales especializados en materia de internet. La mayoría sostuvo –al igual que en el taller relativo a comercio electrónico- que es imperioso determinar la jurisdicción competente dándole ubicación local para que sea viable el acceso a la justicia.

2- Una de las propuestas, a partir del caso Napster, fue el replanteo acerca de quiénes deben cobrar los derechos de autor. En relación con este tema se formuló una propuesta concreta consistente en que las sumas correspondientes a tales derechos intelectuales sean cobrados directamente por las empresas o sociedades  que -operando con la modalidad de distribución de música vía internet, en formato digital y sin soporte físico- perciban por cuenta de los titulares de los derechos de autor .Esta modalidad permitiría abaratar precios finales a los consumidores, y por otro lado, dar mayores ganancias a los autores. Se puso de manifiesto  la tecnología arcaica con la que operan las discográficas y los altísimos precios que cobran. A través de la implementación de la propuesta de la comisión los consumidores accederían a los productos artísticos a menor precio -por la eliminación de la intermediación de la discográfica, al menos en su forma operativa actual- y los autores cobrarían mas por los mayores volúmenes de venta.

3- En cuanto a la posibilidad de reglamentar estas nuevas realidades, unánimemente se señaló la necesidad de articular una normativa internacional que sentara principios uniformes, a los cuales deberían conformarse las legislaciones locales en los casos en que fuera necesaria tal adecuación por falta de operatividad directa de la preceptiva supranacional. Se concluyó en la necesidad de unificar conceptos claves, como el de reproducción prohibida, condición imprescindible para el logro de una regulación uniforme y efectivamente tutelar de los derechos del creador, y en la consecuente  definición de los delitos informáticos, delimitando de manera precisa los alcances de la materia a reglamentar. Es fundamental para la protección de las obras intelectuales que las conductas que atenten contra ella se encuentren tipificadas en las legislaciones represivas de los distintos países para evitar que se burlen los fines del ordenamiento mediante la realización de delitos desde países donde las conductas típicas no sean tales. Este peligro tiene una relevancia especial en el campo informático debido a las casi ilimitadas posibilidades que brinda para variar los lugares desde donde se consuman los delitos, las formas de consumación, etc.

4- Se resaltó la importancia de consagrar la independencia del derecho informático y su autonomía didáctica, científica y legislativa, propiciando la adopción y adaptación –en la medida en que sea posible- de las leyes tradicionales al fenómeno de internet, hasta tanto se concluya la legislación informática, ya que las mismas otorgan soluciones que, si bien no son ideales, resultan idóneas en numerosos casos.

5- La comisión entendió que como paso previo al establecimiento de un tribunal internacional específico –al menos en materia informática- debería alcanzarse la armonización de soluciones entre países, a través de acuerdos de alcance regional, abiertos a su adhesión. En tal sentido se recordó el antecedente de los Tratados de Montevideo, que en algunos casos fueron ratificados por potencias extracontinentales, facilitando las relaciones con los países latinoamericanos. Por otro lado, y en relación con el tema de la responsabilidad por daños, la mayoría coincidió en responsabilizar por las violaciones a los derechos intelectuales a los prestadores de servicio de hosting, que son quienes lucran con la publicación en internet. Nótese la diferencia parcial con las conclusiones a que arribara –sobre una problemática muy similar- la comisión que trabajó sobre el tema de comercio electrónico y protección de los consumidores.

6- Finalmente, se dejó constancia de la propuesta  de algunos expositores sobre la asunción por el ombudsman de la representación de los habitantes víctimas de delitos informáticos. Tal postura partió de la premisa de considerar que, ante los delitos informáticos, se ven afectados intereses difusos, por tanto correspondería la legitimación activa propuesta aún de lege lata –al menos en el ordenamiento argentino, Constitución Nacional Art. 43-.

COMISIÓN III

TALLER SOBRE LIMITACIONES A LA MANIPULACIÓN GENÉTICA

A) OVOCITOS PRONUCLEADOS Y EMBRIONES CRIOCONSERVADOS

1- En la comisión se plantearon dos interrogantes de base:

a) ¿Qué hacer con los ovocitos y embriones actualmente congelados?  La solución concreta más viable y al mismo tiempo más conforme con la concepción del hombre como ser de una dignidad ínsita e irrenunciable consiste –según postura mayoritaria en el seno de la comisión- en la realización de un censo a nivel nacional de los ovocitos pronucleados y embriones crioconservados existentes –tarea que exigiría una participación activa del estado, como garante último del valor vida- y consecuentemente la implementación legal de una nueva forma de filiación, por dación de ovocitos y embriones (adopción prenatal). Respecto a esto último se concluyó que la reforma legal que se realice para instrumentar la adopción prenatal propuesta deberá necesariamente contemplar un límite de edad mínimo -se sugirió 21 años- y uno máximo de edad paterna –este último podrá variar dentro de márgenes más o menos laxos, pero siempre de acuerdo a las leyes de la naturaleza-.

b) ¿Debe admitirse o no el congelamiento en lo sucesivo? En este punto la postura mayoritaria se manifestó en el sentido de  prohibir el congelamiento de nuevos embriones y ovocitos, y a través de una política de estado promover otros métodos que hagan posible la paternidad (por ejemplo: promoción de la adopción de ya nacidos). Cabe señalar que las discusiones sobre este punto fueron ríspidas y lejos estuvo de alcanzarse la unanimidad. Una postura señaló la insuficiencia de los métodos alternativos propuestos para satisfacer el derecho de cada persona a  ser padre biológico, perpetuando su propio material genético y llevando adelante el proceso de embarazo y parto. 

B) MANIPULACIÓN DE GENES PARA MODIFICAR EL CONTENIDO HEREDITARIO

1- Se acordó como presupuesto básico que el principio rector en esta materia debe ser la dignidad esencial del hombre, fundamento objetivo de los derechos personalísimos y fundamentales. De esta manera la comisión señaló que este principio debe ser la base a partir de la cual el estado debe  implementar una regulación, por medio de la cual fomente la educación y el acceso a la información, las cuales son imprescindibles para el ejercicio responsable y efectivo de la facultad de decidir de que goza cada persona -dado que todas las practicas de manipulación genética tienen como presupuesto el consentimiento informado-. 

2- Hubo acuerdo unánime en que tales prácticas pueden llevar a la creación de individuos con características inexistentes dentro de la especie humana lo que atenta contra la diversidad natural que nos enriquece como género, por lo tanto debe regularse con precaución y con criterio restrictivo. 

5- Frente al conflicto entre la libertad individual de disponer sobre el propio cuerpo para la manipulación genética, y el respeto hacia los derechos fundamentales del hombre, la postura mayoritaria entendió que el derecho a la libertad no es absoluto, que en ciertas ocasiones debe ceder frente a valores que en el caso concreto pueden revestir una jerarquía superior. Se propuso que los cánones a seguir en vista a una regulación legislativa tuvieran un carácter general y objetivo, despojados de criterios subjetivos. La comisión entendió que no puede dejarse librado a la decisión individual el destino de aspectos tan delicados como este, los cuales exceden la esfera de lo individual, avanzando sobre cuestiones que hacen al patrimonio de la humanidad como especie, tal por ejemplo la propia diversidad biogenética.

TALLER SOBRE EL RÉGIMEN JURÍDICO DE ACCESO A LOS RECURSOS GENÉTICOS
1- La comisión concluyó que es necesario:

a) Destacar la importancia de un régimen jurídico supranacional en la materia, como el establecido en el Convenio de Diversidad Biótica dado por la Asamblea General de las Naciones Unidas en Río de Janeiro en 1992. Es de fundamental trascendencia la efectiva observancia de los principios allí enumerados, y su posterior ampliación y desarrollo a través de nuevos convenios de alcance global.

b) Promover la conservación de la biodiversidad y el uso sustentable de sus componentes y  la participación equitativa en los recursos que genere. Éste último punto fue objeto de polémicas en cuanto a la justicia de tal solución cuando los medios económicos para la obtención de recursos han sido suministrados exclusivamente por un país. Sin embargo no escapó a la opinión mayoritaria que la biodiversidad es constitutiva del patrimonio común de toda la humanidad, aparece como dada a todos y su preservación atañe a la supervivencia de las especies –incluida la humana-. Tales consideraciones implican colocar esta problemática más allá de consideraciones exclusivamente economicistas. Por ello la justicia de la solución que contempla el reparto equitativo de los beneficios que genere.

c) Fijar controles estatales para restringir el acceso inadecuado y el uso indebido de los recursos naturales.

d) Resaltar que los recursos genéticos manipulados adecuadamente son un instrumento apto para el desarrollo del bien común. La comisión no propugnó la no-investigación sino el estricto control de la utilización de las tecnologías y conocimientos obtenidos.

2- Finalmente se reflexionó en torno a la necesidad de: 

a) Replantear el paradigma científico de la modernidad, el cual ha demostrado que las certidumbres en que creyó estar asentado no son tales, y que sólo constituyen, según las ciencias, meras opiniones y probabilidades.

b) Advertir que las pocas certezas del modelo científico de la modernidad han sido utilizadas por intereses geopolíticos, económicos y sociales en su propio beneficio.

TALLER SOBRE GENOMA HUMANO.

1- Se coincidió en que debería existir una regulación prohibitiva de la manipulación genética en humanos en su fase experimental -etapa actual-, hasta tanto se llegue a un grado de certeza tal que permita aplicar los avances obtenidos a seres humanos, dentro de un marco de seguridad razonable y con la exclusiva finalidad de otorgar al hombre una mejor calidad de vida. Se recalcó la imposibilidad actual de aplicar tales técnicas y procedimientos debido a la falta de seguridad en relación con la falibilidad de las mismas.

2- Una de las soluciones propuestas, si bien de carácter inicial y temporal, seria un convenio internacional que unifique los principios generales en la materia, ya que en cada país existe una regulación general ínsita en sus cartas magnas que puede diferir en relación a conceptos fundamentales –tales por ejemplo: el derecho a la vida desde la concepción dentro o fuera de seno materno- con los consiguientes trastornos que genera.

3- En cuanto a la posibilidad de patentar el genoma humano se concluyó que al ser el genoma parte de nuestro cuerpo, y no siendo este ultimo susceptible de dominio, no resulta posible su patentamiento. Si es, en cambio, susceptible de ser patentado el  procedimiento a través del cual el científico llega a conocer el genoma humano.

El XIV Congreso Internacional de COLADIC “DERECHO Versión 2.1” ha sido declarado de:

-Interés Parlamentario por la Honorable Cámara de Diputados de la Nación –Decreto N° 1797
-Interés Provincial por el Gobierno de la Provincia de Mendoza – Decreto 352/01

-Interés Municipal por la Municipalidad de la Ciudad de Mendoza – Decreto N° 636/01
-Interés Académico por la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad de Mendoza – Decreto N° 01/01
-Interés Académico por la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Cuyo – Resolución N° 113 
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